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Ciudad de México, a veintidós de septiembre dos mil veintidós.

La Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, en sesión pública de esta fecha, determina: (i) 
acumular los dos juicios identificados al rubro; (ii) sobreseer la demanda 

que dio lugar al último de ellos y (iii) confirmar los actos controvertidos 

consistentes en: 

a) La sentencia de treinta de junio de dos mil veintidós, emitida por el 

Tribunal Electoral del Estado de Puebla al resolver el recurso de 

apelación TEEP-A-002/2022; 

b) La resolución de cuatro de julio de este año, dictada por el instituto 

electoral de ese estado en el expediente R-PR-001/2022 y,

c)  El acuerdo plenario de cumplimiento de ocho de julio de este año, 

emitido por dicho tribunal en el expediente del citado recurso.
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GLOSARIO

Actor | demandante | 
enjuiciante | 
promovente

Código local

Partido Compromiso por Puebla

Código de Instituciones y Procesos Electorales del 
Estado de Puebla

Constitución local Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Puebla

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Instituto de Puebla | 
instituto local

Instituto Electoral del Estado de Puebla

LGSMIME Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral

Sentencia impugnada La resolución de treinta de junio de dos mil veintidós, 
dictada por el Tribunal Electoral del Estado de Puebla 
al resolver el recurso de apelación TEEP-A-002/2022, 
a través de la cual ordenó al instituto electoral local que 
analizara de nueva cuenta el porcentaje de votos 
obtenidos por el Partido Compromiso por Puebla y 
pronunciarse sobre la conservación de su registro.

Tribunal de Puebla | 
tribunal local | tribunal 

Tribunal Electoral del Estado de Puebla
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responsable

ANTECEDENTES

De los hechos narrados por el partido actor en sus dos demandas, así 

como de los hechos que son notorios para esta Sala Regional1 y de las 

constancias de los expedientes, se advierte lo siguiente:

1. Registro como partido político estatal. 

El veinticinco de junio de dos mil doce, el Consejo General del IEE 

aprobó el registro de Compromiso por Puebla como partido político 

local. 

2. Jornada electoral local ordinaria.

El seis de junio de dos mil veintiuno, se llevaron a cabo las elecciones 

para renovar las diputaciones locales y los ayuntamientos de Puebla, 

con motivo del proceso electoral estatal ordinario 2020-2021.

3. Resultados de la jornada electoral ordinaria.

El nueve de junio de ese año, los consejos distritales y municipales 

del Instituto de Puebla sesionaron para determinar los cómputos de 

las elecciones de diputaciones locales y ayuntamientos.

4. Primera resolución del Instituto de Puebla.

1  Citados en términos de lo previsto en el artículo 15, párrafo 1, de la Ley de Medios, así como 
en la tesis P. IX/2004 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro 
«HECHOS NOTORIOS. LOS MINISTROS PUEDEN INVOCAR COMO TALES, LOS 
EXPEDIENTES Y LAS EJECUTORIAS TANTO DEL PLENO COMO DE LAS SALAS DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.», consultable en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XIX, abril de 2004, página 259.
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El diecisiete de diciembre de dos mil veintiuno, el Consejo General 

del instituto local emitió la resolución R-PR-001/2021, a través de la 

cual declaró la pérdida del registro como partido político estatal de 

Compromiso por Puebla, al no haber alcanzado al menos el 3% (tres 

por ciento) de la votación válida emitida en alguna de las elecciones 

celebradas para renovar las diputaciones locales y ayuntamientos.

En dicha resolución el Consejo General del instituto local estimó que 

el partido Compromiso por Puebla alcanzó los siguientes porcentajes:

5. Jornada electoral local extraordinaria.

Con motivo del proceso electoral estatal extraordinario 2022, el seis 

de marzo de dos mil veintidós se realizaron elecciones para renovar 

la integración de los ayuntamientos de Tlahuapan, Teotlalco y San 

José Miahuatlán, todos del estado de Puebla.

6. Resultados de la jornada electoral extraordinaria.
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El nueve de marzo de este año, los respectivos consejos municipales 

del Instituto de Puebla sesionaron para determinar los cómputos de 

las elecciones de los tres ayuntamientos antes mencionados.

7. Impugnación en la instancia local.

Inconforme con la pérdida de su registro como partido político local, 

la representación propietaria de Compromiso por Puebla promovió 

un recurso de apelación, con el cual se integró el expediente TEEP-
A-002/2022, mismo que el Tribunal de Puebla resolvió el treinta de 

junio de dos mil veintidós, en el sentido de revocar la resolución del 

instituto local.

Lo anterior, para efectos de que el Instituto de Puebla emitiera otra 

resolución en la que, para verificar si el partido mencionado cumplió 

con el porcentaje de votación legalmente requerido para conservar 

su registro a nivel local, considerara no solamente los resultados de 

la jornada electoral ordinaria, sino también los de la jornada electoral 

extraordinaria.

Asimismo, dicho órgano jurisdiccional instruyó al instituto local para 

que al establecer la votación válida emitida que serviría de base para 

determinar el porcentaje de votación obtenido por Compromiso por 

Puebla, adicionara los votos de las candidaturas independientes.

8. Segunda resolución del Consejo General del Instituto de Puebla.

En cumplimiento a la sentencia emitida por el Tribunal de Puebla, el 

cuatro de julio de este año el instituto local emitió la resolución R-PR-
001/2022, en que de nuevo declaró perdido el registro como partido 

político estatal de Compromiso por Puebla, al no haber alcanzado al 

menos el 3% (tres por ciento) de la votación válida emitida en alguna 

de las elecciones celebradas para renovar las diputaciones locales y 
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los ayuntamientos de esa entidad federativa.

Al efecto, el instituto local determinó que a pesar de tomar en cuenta 

las votaciones de las jornadas electorales ordinaria y extraordinaria 

y no obstante de considerar los votos obtenidos por las candidaturas 

independientes como parte de la votación válida emitida, aun así el 

partido Compromiso por Puebla solo obtuvo los siguientes porcentajes:

9. Acuerdo plenario de cumplimiento de sentencia.

En razón de que el instituto local emitió su segunda resolución en 

acatamiento a lo dispuesto por el Tribunal de Puebla, el ocho de julio 

de este año ese órgano jurisdiccional dictó un acuerdo plenario para 

tener por cumplida su sentencia y ordenar el archivo del expediente.

10. Impugnaciones ante esta instancia federal.

Inconforme con la sentencia del tribunal local, el siete de julio de este 

año el actor presentó su demanda ante ese órgano jurisdiccional, la 
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cual motivó la integración del juicio de revisión constitucional electoral 

SCM-JRC-31/2022.

Asimismo, para controvertir la segunda resolución del instituto local, 

el ocho de julio siguiente el promovente presentó la misma demanda 

ante esa autoridad administrativa, la cual dio lugar a la integración del 

juicio de revisión constitucional electoral SCM-JRC-32/2022.

Ambos medios de impugnación fueron turnados al magistrado José 
Luis Ceballos Daza, quien en su momento radicó en su ponencia 

los expedientes de dichos juicios.

11. Ampliación de demanda.

De igual manera, el quince de julio de este año el partido impugnante 

presentó directamente ante el Tribunal de Puebla una ampliación de 

su demanda para controvertir el acuerdo plenario mediante el cual 

tuvo por cumplida su sentencia. 

12. Instrucción de los juicios de revisión constitucional electoral.

En su oportunidad, el magistrado instructor admitió las demandas, 

reservó para el Pleno de esta Sala Regional el pronunciamiento por 

lo que hacía a la referida ampliación y cerró la instrucción de cada 

medio de impugnación para dejarlos en estado de resolución.

RAZONES Y FUNDAMENTOS

PRIMERO. Jurisdicción y competencia. 

Esta Sala Regional es competente para conocer y resolver estos juicios, 

al ser promovidos por el otrora partido Compromiso por Puebla, a través 
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de quien se ostentó como su representante propietario ante el Consejo 

General del instituto local, para controvertir diversos actos relacionados 

con la pérdida de su registro como instituto político estatal en esa entidad 

federativa, dentro de la cual esta autoridad judicial ejerce jurisdicción.

Lo anterior, con fundamento en:

CPEUM: artículos 41 párrafo tercero Base VI y 99, párrafo cuarto, 

fracción IV.

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación: artículos 164, 165, 

166, fracción III, inciso b), 173 y 176, fracción III.  

LGSMIME: artículos 86, numeral 1 y 87, numeral 1, inciso b).

Acuerdo INE/CG329/20172 de veinte de julio de dos mil diecisiete, 

emitido por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral, que fija 

el ámbito territorial de las circunscripciones plurinominales electorales 

federales del país.

SEGUNDO. Acumulación.

A consideración de esta Sala Regional procede acumular los presentes 

juicios de revisión constitucional electoral, porque en ambos medios de 

impugnación el demandante controvierte los mismos actos mediante la 

expresión de idénticos conceptos de agravio, cuya pretensión en ambos 

casos es lograr la conservación de su registro como partido político local. 

En consecuencia, a fin de resolver la presente controversia de manera 

conjunta, acorde con los artículos 31 de la LGSMIME; 180 fracción XI de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 79 del Reglamento 

2 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el cuatro de septiembre de dos mil diecisiete.
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Interno de este Tribunal Electoral, el juicio identificado con la clave SCM-
JRC-32/2022 debe acumularse al diverso SCM-JRC-31/2022, al ser el 

primero en el índice de esta Sala Regional.

Así, se solicita a la secretaria general de acuerdos de esta Sala Regional 

agregar copia certificada de esta sentencia al expediente acumulado.

TERCERO. Sobreseimiento.

Al margen de ello, la demanda que dio lugar a la integración del juicio de 

revisión constitucional electoral SCM-JRC-32/2022 deberá sobreseerse, 

pues un día antes de presentarla ante el instituto local, el actor ya había 

presentado el mismo escrito ante el tribunal responsable, con el cual se 

originó el juicio de revisión constitucional electoral SCM-JRC-31/2022.

En ese sentido, se considera precluido su derecho de acción mediante 

la presentación de la primera demanda, dado que a través de la segunda 

controvirtió los mismos actos, los que atribuyó a las mismas autoridades 

responsables e, incluso, expresó idénticos agravios.

Lo anterior, como lo ilustra la tesis 2a. CXLVIII/2008 de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación de rubro «PRECLUSIÓN. SUPUESTOS EN LOS 

QUE OPERA.»3 y en términos de lo dispuesto en los artículos 2 párrafo 

1, 9 párrafos 1 y 3, así como 11 párrafo 1 inciso c) de la LGSMIME, dado 

que el escrito de demanda correspondiente fue admitido en su momento.

Dicho sobreseimiento de ningún modo genera u ocasiona una afectación 

al promovente, puesto que al tratarse de las mismas demandas, todos 

los planteamientos que formuló en la primera serán analizados conforme 

a lo que se razonará más adelante.

3 Consultable en: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, diciembre 
de 2008, página 301.
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Esto, en el entendido que el informe circunstanciado del instituto local y 

las demás constancias que se exhibieron con motivo de la presentación 

de la demanda sobreseída, serán tomadas en consideración a efecto de 

resolver la presente controversia.

CUARTO. Salto de la instancia previa (per saltum).

En su informe circunstanciado, el Instituto de Puebla expuso que la 

impugnación que el actor planteó para controvertir la resolución a través 

del cual se tuvo por perdido su registro como partido político estatal, 

debía ser dilucidada –en primera instancia– por el tribunal responsable, 

a fin de cumplir con el principio de definitividad en términos de lo previsto 

en el artículo 10, párrafo 1, inciso d) de la LGSMIME4.

Dicho precepto legal establece que los medios de impugnación previstos 

en ese ordenamiento serán improcedentes cuando no se hayan agotado 

las instancias previas establecidas por las leyes, por virtud de las cuales 

se pudiera haber modificado, revocado o anulado el acto controvertido.

En concepto del Instituto de Puebla, la resolución que declaró perdido el 

registro como partido político estatal del actor, debió controvertirla ante 

el tribunal local mediante el recurso de apelación previsto en los artículos 

350 y 354 del código local5.

4 Artículo 10
1. Los medios de impugnación previstos en esta ley serán improcedentes en los siguientes 
casos:
d) Cuando no se hayan agotado las instancias previas establecidas por las leyes, federales o 
locales, o por las normas internas de los partidos políticos, según corresponda, para combatir 
los actos o resoluciones electorales o las determinaciones de estos últimos, en virtud de las 
cuales se pudieran haber modificado, revocado o anulado, salvo que se considere que los 
actos o resoluciones del partido político violen derechos político-electorales o los órganos 
partidistas competentes no estuvieren integrados e instalados con antelación a los hechos 
litigiosos, o dichos órganos incurran en violaciones graves de procedimiento que dejen sin 
defensa al quejoso;
5 Artículo 350. La apelación es el recurso jurisdiccional a través del cual se combaten los 
actos o resoluciones del Consejo General o aquellos que produzcan efectos similares así́ 
como los actos u omisiones de la Presidencia del Consejo General o de la Secretaría Ejecutiva 
del Instituto así como aquellos asuntos internos de partidos políticos relacionados con:
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Los referidos preceptos legales disponen que la apelación es el recurso 

jurisdiccional a través del cual se combaten las resoluciones del Consejo 

General del Instituto de Puebla, el cual es competencia del tribunal local.

No obstante lo anterior, esta Sala Regional estima procedente acoger 

la petición del enjuiciante en el sentido de que conocer en este momento 

de su impugnación a través del salto de la instancia previa (per saltum), 

en atención a lo siguiente.

En principio, conforme a los artículos 41 y 99, párrafo cuarto, fracción IV, 

de la CPEUM, y 86, párrafo 1, inciso a) de la LGSMIME, el juicio de 

revisión constitucional electoral procede contra actos y resoluciones 

definitivas y firmes, por lo que constituye un requisito de procedencia el 

haber acudido a las instancias previas establecidas en las leyes, que 

pudieran haber modificado, revocado o anulado el acto impugnado.

Sin embargo, los argumentos en que el partido enjuiciante fundamenta 

la impugnación que endereza para controvertir la resolución del Consejo 

General del Instituto de Puebla, parten de la base de que el tribunal local 

desestimó en la sentencia impugnada su pretensión principal, que era 

conservar su registro como partido político estatal, pues –a su parecer– 

el porcentaje de votación necesario para ello debió calcularse única y 

exclusivamente con los votos que obtuvo en los distritos y municipios en 

I.- La elaboración y en su caso, modificación de sus documentos básicos;
II.- Los procesos deliberativos para la definición de sus estrategias políticas y electorales, y en 
general, para la toma de decisiones por sus órganos de dirección y de los organismos que 
agrupen a sus afiliados de los partidos políticos estatales; y
III.- La emisión de los reglamentos internos y acuerdos de carácter general que se requieran 
para el cumplimiento de sus documentos básicos.
El plazo para interponerlo será de tres días, contados a partir del día siguiente a aquel en se 
tenga conocimiento del acto que se recurre.
Artículo 354.- El Consejo General será competente para conocer y resolver el recurso 
administrativo de revisión.
El Tribunal será competente para conocer y resolver sobre el Juicio para la Protección de los 
Derechos Político – Electorales de la Ciudadanía, así como los recursos jurisdiccionales de 
apelación y de inconformidad.
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los que registró candidaturas, sin considerar aquellos en los que no 

efectuó dicho registro. 

Ello, aunado a que el partido enjuiciante también cuestiona la resolución 

del Consejo General del Instituto de Puebla, porque –desde su óptica– 

el tribunal responsable inadvirtió que el porcentaje de votación que debió 

obtener para conservar su registro como instituto político local, se tuvo 

que calcular conforme a la votación depurada utilizada para determinar 

los límites de sobrerrepresentación y subrepresentación en la asignación 

de las diputaciones de representación proporcional. 

De esta forma, los planteamientos que formula el demandante contra la 

validez de la resolución emitida por el instituto local, los hace depender 

de que eventualmente prosperen los conceptos de agravio que plantea 

ante esta instancia federal para controvertir la sentencia del Tribunal de 

Puebla, motivo por el cual existe una clara relación de interdependencia 

entre los planteamientos que realiza de cara a su pretensión principal, 

que es conservar su registro como partido político estatal.   

Dada la continencia de la causa en que se sustentan los conceptos de 

agravio que formula el demandante, se justifica de manera excepcional 

conocer la impugnación que plantea para cuestionar la resolución del 

instituto local mediante el salto de la instancia previa (per saltum).

Ello, en aras de privilegiar la resolución conjunta de la cuestión debatida 

y de salvaguardar el derecho de acceso efectivo a la justicia completa y 

expedita, conforme a lo previsto en el artículo 17 de la CPEUM y en la 

jurisprudencia 5/2004 de la Sala Superior de rubro «CONTINENCIA DE 

LA CAUSA. ES INACEPTABLE DIVIDIRLA PARA SU IMPUGNACIÓN.»6.

QUINTO. Procedencia de la impugnación. 

6 Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005. Compilación Oficial, Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, páginas 64 y 65.
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La impugnación que el promovente efectúa a través de la demanda del 

juicio de revisión constitucional electoral SCM-JRC-31/2022, reúne los 

requisitos previstos en el artículo 86 de la LGSMIME, por lo siguiente: 

I. Requisitos generales

a) Forma. La demanda se presentó por escrito, en la cual se expusieron 

hechos y agravios, así como el nombre y firma de quien la promovió y, 

de igual forma, se identificaron las autoridades responsables y los actos 

impugnados que se atribuyeron a estas últimas.

b) Oportunidad. La impugnación del partido actor contra la sentencia 

del Tribunal de Puebla fue oportuna, pues tal determinación se le notificó 

el uno de julio de este año por correo electrónico (como se desprende 

de la cédula de notificación respectiva7), en tanto que la demanda se 

presentó el siete de julio siguiente, esto es, dentro del plazo de cuatro 

días hábiles previsto en el artículo 8 párrafo 1 de la LGSMIME8.

Por su parte, la impugnación que el demandante realiza para cuestionar 

la resolución del instituto local (a través de la cual se tuvo por perdido su 

registro como instituto político estatal) también se estima oportuna, pues 

para conocer de ella a través del salto de la instancia previa (per saltum), 

la demanda debió presentarse dentro del plazo legalmente previsto para 

interponer el medio de impugnación ordinario que se dejó de promover. 

Ello lo establece la jurisprudencia 9/2007 de la Sala Superior, de rubro 

7 Visible en la foja 163 del cuaderno accesorio único del expediente relativo al juicio de revisión 
constitucional electoral SCM-JRC-31/2022. 
8 Sin computar el sábado dos y domingo tres de julio de este año, conforme a lo previsto en 
los artículos 7 y 8 de la LGSMIME y en términos de lo establecido en la jurisprudencia 1/2009-
SRII de rubro «PLAZO PARA IMPUGNAR ACTOS EMITIDOS DURANTE EL DESARROLLO 
DE UN PROCESO ELECTORAL, QUE NO ESTÉN VINCULADOS A ÉSTE. NO DEBEN 
COMPUTARSE TODOS LOS DÍAS Y HORAS COMO HÁBILES.», consultable en la Gaceta 
de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, año 2, número 4, dos mil nueve, páginas 23 a 25.
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«PER SALTUM. EL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO DEBE PROMOVERSE 
DENTRO DEL PLAZO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL MEDIO DE 

DEFENSA INTRAPARTIDARIO U ORDINARIO LEGAL.».9

Así, en términos de lo dispuesto en el último párrafo del artículo 350 del 

código local, el recurso de apelación debe presentarse dentro del plazo 

de tres días contados a partir del día siguiente a aquel en que se tenga 

conocimiento del acto que se recurre.

De esta forma, la resolución del Instituto de Puebla a través de la cual se 

declaró perdido el registro del demandante como partido político local, le 

fue notificada el cinco de julio de este año por correo electrónico (como 

se desprende de la cédula de notificación respectiva10), motivo por el 

cual si la demanda se presentó el siete de julio siguiente, se estima que 

ello se hizo dentro del plazo legalmente previsto.

c) Legitimación e interés jurídico. El demandante está legitimado para 

promover el juicio de revisión constitucional electoral, al haber iniciado 

la cadena impugnativa para controvertir la pérdida de su registro como 

partido político local, debido a que fue quien instó el actuar jurisdiccional 

mediante la presentación del recurso de apelación ante el Tribunal de 

Puebla, el cual derivó en la emisión de la sentencia que hoy controvierte.

Aunado a ello, el partido demandante tiene legitimación para promover 

el presente juicio de revisión constitucional electoral, pues estima que la 

sentencia impugnada y la resolución emitida por el instituto local, vulneran 

los principios de legalidad y constitucionalidad al negarle su derecho a 

conservar su registro como instituto político estatal y, asimismo, porque 

argumenta razones por las que estima que esta Sala Regional podría 

9 Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación, Año 1, Número 1, 2008, páginas 27 a 29.

10 Visible en la foja 65 del expediente relativo al juicio de revisión constitucional electoral SCM-
JRC-32/2022.
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restituirle el derecho presumiblemente afectado.

d) Personería. De acuerdo con los informes circunstanciados rendidos 

tanto por la magistrada presidenta del tribunal responsable, como por el 

consejero presidente del Consejo General del instituto local, el partido 

actor promueve por conducto de su represente propietario ante la citada 

autoridad electoral administrativa, por lo cual se tiene por reconocida la 

personería de su representante de conformidad con lo previsto en el 

artículo 18, párrafo 2, inciso a) de la LGSMIME.

e) Definitividad. La sentencia impugnada es definitiva y firme, debido a 

que no existe un medio de impugnación ordinario que el enjuiciante deba 

agotar para controvertirla previo a acudir a esta Sala Regional.

En lo concerniente a la resolución del instituto local que tuvo por perdido 

el registro del actor como partido político estatal, como quedó expuesto, 

en el presente caso se actualiza una excepción al principio definitividad 

que permite conocer la impugnación promovida en su contra a través del 

salto de la instancia previa (per saltum).

II. Requisitos especiales

a) Violación a un precepto constitucional. El actor manifiesta que los 

actos impugnados vulneran diversos artículos de la CPEUM, por lo que 

se cumple dicho requisito, amén que aduce argumentos para acreditar 

la afectación de su interés jurídico, derivado de una supuesta aplicación 

indebida e interpretación incorrecta de la normativa aplicable.

Tiene aplicación al caso concreto, la jurisprudencia 02/97 emitida por la 

Sala Superior, de rubro «JUICIO DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL 

ELECTORAL. INTERPRETACIÓN DEL REQUISITO DE PROCEDENCIA 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 86, PÁRRAFO 1, INCISO B), DE LA LEY DE 
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LA MATERIA.»11.

b) Carácter determinante. En el caso se cumple el requisito previsto 

por el artículo 86 párrafo 1 inciso c) de la LGSMIME, ya que el enjuiciante 

aduce que de asistirle razón, deberían revocarse los actos impugnados 

y, en consecuencia, conservaría su registro como partido político estatal; 

de ahí que deba tenerse por satisfecho el requisito en estudio.

c) Reparabilidad. Con relación al requisito contemplado en los incisos 

d) y e) del artículo 86 párrafo 1 de la LGSMIME, se considera que la 

reparación solicitada es material y jurídicamente posible, pues la pérdida 

del registro como partido político estatal de Compromiso por Puebla es 

susceptible de ser revocada, en su caso.

En consecuencia, al colmarse los requisitos de procedencia del medio 

de impugnación y no advertirse causa alguna que impida su análisis, lo 

procedente es realizar el estudio de los agravios.

SEXTO. Ampliación de la demanda. 

De las constancias que integran el expediente, puede advertirse que el 

quince de julio de este año, el partido actor presentó directamente en el 

tribunal responsable una ampliación a su demanda que dio lugar al juicio 

de revisión constitucional electoral SCM-JRC-31/2022, para controvertir 

el acuerdo plenario emitido por ese órgano jurisdiccional el ocho de julio, 

por el cual tuvo por cumplido lo ordenado en la sentencia impugnada.

Al respecto, conforme a las directrices trazadas jurisprudencialmente por 

este Tribunal Electoral, la ampliación de la demanda es procedente solo 

en el caso de que se controviertan nuevos hechos relacionados con los 

que motivaron la presentación de la demanda inicial, o bien, que sean 

11 Compilación 1997-2013, Jurisprudencia y Tesis en Materia Electoral, Jurisprudencia, 
Volumen 1, páginas 408-409.
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hechos anteriores pero desconocidos.

Lo anterior de conformidad con lo establecido por la Sala Superior en la 

jurisprudencia 18/2008 de rubro «AMPLIACIÓN DE DEMANDA. ES 

ADMISIBLE CUANDO SE SUSTENTA EN HECHOS SUPERVENIENTES O 

DESCONOCIDOS PREVIAMENTE POR EL ACTOR.»12. 

En ese sentido, sin prejuzgar sobre los planteamientos que formula el 

partido enjuiciante, se considera formalmente procedente la admisión de 

la ampliación de la demanda, pues, en principio, dicho acuerdo plenario 

se emitió posteriormente a la presentación de la demanda que dio lugar 

al juicio de revisión constitucional electoral que ahora se resuelve.

Además, es oportuna la presentación de la ampliación, pues el referido 

acuerdo plenario se notificó al enjuiciante el once de julio de este año 

por correo electrónico (como se desprende de la cédula de notificación 

respectiva13), mientras que el escrito que amplió su demanda lo presentó 

el quince de julio siguiente, esto es, dentro del plazo de cuatro días que 

establece el artículo 8 de la LGSMIME.

Al efecto, la impugnación que al respecto formula el partido demandante 

en contra del acuerdo plenario de cumplimiento del tribunal responsable, 

será conocida en este momento.

Lo anterior, pues las manifestaciones que expone en su ampliación a la 

demanda están vinculadas fundamentalmente con la materia de la 

controversia que se dilucidará en este caso, en razón de que –a decir 

del actor– dicha determinación cerró la posibilidad de que pudiera tener 

una adecuada defensa ya que la sentencia de ese órgano jurisdiccional 

local aún se encontraba impugnada ante esta Sala Regional. 

12 Consultable en: Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral, 
año 2, número 3, dos mil nueve, páginas 12 y 13.
13 Visible en la foja 219 del cuaderno accesorio único del expediente relativo al juicio de 
revisión constitucional electoral SCM-JRC-31/2022.
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En este sentido, se conocerá de la impugnación del acuerdo plenario de 

cumplimiento a través de la ampliación a la demanda del actor, sin que 

sea necesario ordenar la integración de un nuevo juicio, debido a que la 

controversia que plantea se basa en la existencia de una supuesta 

vulneración a sus derechos por la emisión de la sentencia impugnada, 

por lo que el cuestionamiento se encuentra vinculado fundamentalmente 

con la controversia principal. 

Así, los agravios expuestos en la ampliación a la demanda presentada 

por el actor, no plantean la existencia de una controversia independiente 

o inconexa a la principal, de ahí que sea procedente conocerla en este 

momento en los términos propuestos14.

SÉPTIMO. Estudio de fondo. 

1. Contexto de la impugnación en la instancia local

En función de los resultados obtenidos con motivo del proceso electoral 

estatal ordinario 2020-2021 en Puebla, el Consejo General del instituto 

local emitió el diecisiete de diciembre de dos mil veintiuno, la resolución 

R-PR-001/2021, en la cual declaró perdido el registro como partido 

político estatal de Compromiso por Puebla.

Esto, debido a que en concepto del instituto local dicho partido político 

no logró alcanzar al menos el 3% (tres por ciento) de la votación válida 
emitida en alguna de las elecciones celebradas para renovar las 

diputaciones locales o los ayuntamientos del estado.

14  Lo anterior, de acuerdo con el criterio esencial de la jurisprudencia P./J. 7/2020 (10a.) de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro « AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE 
AMPARO INDIRECTO. LA FALTA DE VINCULACIÓN ESTRECHA CON LOS ACTOS 
RECLAMADOS INICIALMENTE, NO OCASIONA SU DESECHAMIENTO.», consultable en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 79, octubre de 2020, Tomo I, página 
5.
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En esa resolución el instituto local estimó que el partido actor obtuvo los 

porcentajes de votación que enseguida se muestran:

Inconforme con tal determinación, el partido actor adujo en el recurso de 

apelación que interpuso en la instancia local, que el Instituto de Puebla 

debió tomar en consideración solo los distritos y municipios en los 
que participó para determinar si había alcanzado o no al menos el 3% 

(tres por ciento) de la votación necesaria para conservar su registro.

Esto es, el promovente sostuvo que dicho porcentaje de votación debió 

calcularse en función de los votos que Compromiso por Puebla obtuvo 

en los 21 (veintiún) distritos electorales en los que participó y no en 

atención a los 26 (veintiséis) distritos electorales en los cuales tuvo 

verificativo la elección de las diputaciones de mayoría relativa del estado.

De igual manera, el partido demandante alegó que para el caso de la 
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elección de ayuntamientos, el mencionado porcentaje debió calcularse 

únicamente en contraste con la votación que obtuvo en los 133 (ciento 

treinta y tres) municipios en los que participó, pero no en comparación 

con los 217 (doscientos diecisiete) municipios que en total integran dicha 

entidad federativa. 

Como puede verse, el partido enjuiciante demandó que el porcentaje de 

la votación que el instituto local tomó como parámetro para determinar 

si alcanzó o no el umbral necesario para conservar su registro, debió de 

calcularse solo con base en aquellos distritos y municipios en los que sí 

participó, pero no conforme a la totalidad de estos.

Asimismo, el partido actor sostuvo que para determinar el porcentaje real 

de votación que obtuvo en las pasadas elecciones dentro de esa entidad 

federativa, el instituto local debió tener en cuenta las directrices trazadas 

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la acción de 

inconstitucionalidad 83/2017 y sus acumuladas.

Según el actor, en la ejecutoria de dicha acción de inconstitucionalidad 

se establecieron los parámetros que se deben utilizarse para determinar 

los porcentajes de votación requeridos en el sistema de asignación de 

diputaciones de representación proporcional a nivel local, por lo que, en 

concepto del demandante, para calcular el umbral mínimo del 3% (tres 

por ciento) de la votación necesaria para conservar su registro, se debió 

usar una votación depurada, que reflejara la obtenida por cada partido 

político participante, sin incluir votos nulos, votos de las candidaturas no 

registradas, votos a favor de partidos sin derecho a una diputación y, en 

su caso, votos de las candidaturas independientes registradas.

2. Síntesis de la sentencia del tribunal local

En la sentencia impugnada el Tribunal de Puebla consideró que no asistía 
razón a los planteamientos formulados por el partido demandante.
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Al efecto, en principio el tribunal local determinó que el cálculo del umbral 

del 3% (tres por ciento) para la conservación del registro de un partido 

político local, debe efectuarse sobre el total de la votación válida emitida 

en cualquiera de las elecciones que se celebren en la entidad federativa 

y no solo en los distritos o municipios en que participó.

A consideración del tribunal responsable, con independencia de que el 

actor haya participado en todos los distritos y municipios de esa entidad 

o solo en algunos de ellos, ello no implicaba que sobre esa base parcial 

debiera haberse realizado el cálculo respectivo, por lo que estimó que 

fue correcto que el Instituto de Puebla considerara la totalidad de distritos 

y municipios que integran el estado para definir cuál fue el porcentaje de 

votación que en cada elección obtuvo dicho partido político local.

Por su parte, el tribunal local estimó que la acción de inconstitucionalidad 

que refirió el partido actor, concernía al uso de una votación depurada 

denominada votación válida efectiva, que se utiliza para verificar los 

límites de sobrerrepresentación y subrepresentación en la asignación 

diputaciones de representación proporcional.

Dicho órgano jurisdiccional consideró que para verificar si un partido 

político alcanzó o no el porcentaje de votación necesario para conservar 

su registro, debía atenderse a lo que expresamente dispone el artículo 

40 del código local, el cual establece que ello debe ser con la votación 
válida emitida.

Por ende, el tribunal local consideró que no asistía razón al partido actor 

por cuanto hacía a los planteamientos que formuló en aquella instancia.

No obstante ello, en la sentencia impugnada dicho órgano jurisdiccional 

consideró que el instituto local debía rehacer el cálculo del porcentaje de 

votación requerido para determinar si el partido actor podía conservar su 



SCM-JRC-31/2022 y 
SCM-JRC-32/2022 acumulados

22

registro a nivel local, pues a la fecha en que emitió su resolución aún no 
se celebraban las elecciones extraordinarias que se llevaron a cabo 

el seis de marzo del presente año, para renovar los ayuntamientos de 

Tlahuapan, Teotlalco y San José Miahuatlán, con motivo del proceso 

electoral estatal extraordinario 2022 del estado de Puebla.

En concepto del tribunal responsable, el proceso electoral extraordinario 

no podía desvincularse del proceso ordinario que ya había concluido, por 

lo que estimó que el instituto local debió tener en cuenta dicha votación 

para determinar si el partido actor alcanzó o no el porcentaje de votación 

necesario para conservar su registro como instituto político estatal.  

El tribunal responsable advirtió que el instituto local no tomó en cuenta 

los votos emitidos a favor de las candidaturas independientes para 

realizar el cálculo del umbral del 3% (tres por ciento), en oposición a lo 

previsto en el artículo 318 fracción IX del código local15, conforme al cual 

la votación valida emitida es la que resulta de restar a la votación total 

emitida los votos nulos y votos de las candidaturas no registradas.

Asimismo, dicho órgano jurisdiccional instruyó al instituto local para que 

al momento de calcular la votación válida emitida que serviría de base 

para determinar el porcentaje de votación obtenido por Compromiso por 

Puebla, adicionara los votos de las candidaturas independientes, pues 

consideró que estos fueron incorrectamente descontados del cómputo.

3. Síntesis de la resolución del instituto local

De conformidad con las directrices trazadas en la sentencia impugnada, 

el Consejo General del Instituto de Puebla tomó en cuenta los resultados 

de los cómputos distritales finales de la elección de diputaciones locales 

15 Artículo 318. […]
IX.- Votación valida emitida, la que resulte de deducir de la votación total emitida, los votos 
nulos y los correspondientes a los candidatos no registrados;
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de mayoría relativa y los resultados de los cómputos municipales finales 

de la elección de ayuntamientos, tanto del proceso electoral ordinario 

como del proceso electoral extraordinario, sin suprimir la votación de las 

candidaturas independientes que en cada caso se registraron.

Acorde con ello, el cuatro de julio de este año el instituto local emitió la 

resolución R-PR-001/2022 en la que determinó que el enjuiciante había 

logrado los siguientes porcentajes de votación:

Por ende, el instituto local una vez más declaró perdido el registro como 

partido político estatal del demandante, por no haber logrado al menos 

el 3% (tres por ciento) de la votación válida emitida obtenida en alguna 

de las elecciones celebradas para renovar las diputaciones locales y los 

ayuntamientos del estado de Puebla.

4. Síntesis del acuerdo plenario del tribunal local

Una vez que el consejero presidente del instituto local remitió al Tribunal 
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de Puebla copia certificada de la resolución anterior, el ocho de julio de 

este año dicho órgano jurisdiccional dictó un acuerdo plenario en el que 

tuvo por cumplido lo ordenado en su sentencia, al estimar que se había 

efectuado el cálculo relativo conforme a la votación obtenida por el actor 

en las elecciones del proceso electoral ordinario y extraordinario, sin 

descontar los votos de las candidaturas independientes en términos de 

lo dispuesto en el artículo 318 fracción IX del código local16.

5. Síntesis de los agravios del actor

Desde el enfoque del actor, el tribunal local analizó indebidamente sus 

agravios, pues –a su decir– la sentencia impugnada inició su estudio con 

un marco normativo basado en disposiciones de la CPEUM y de diversos 

tratados internacionales que, a la postre, fueron desconocidas para guiar 

el sentido de su determinación, al no haberse maximizado los derechos 

reconocidos a su favor como partido político local.

Señala el enjuiciante que el tribunal responsable hizo de lado los propios 

preceptos que anunció para resolver, según los cuales debe privilegiarse 

la mejor aplicación de la norma jurídica a los partidos políticos y a sus 

militantes, pues en lugar de establecer que el porcentaje de la votación 

válida emitida que serviría para definir si logró alcanzar el umbral del 3% 

(tres por ciento), se calculara solamente con base en aquellos distritos y 

municipios en los que participó, determinó que ello debía de hacerse con 

la totalidad de cada uno de ellos.

Desde el punto de vista del demandante, si en el estado de Puebla se 

llevó a cabo la elección de 217 (doscientos diecisiete) ayuntamientos, el 

3% (tres por ciento) de la votación válida emitida debió calcularse solo 

en razón de los 133 (ciento treinta y tres) municipios en que participó.

16 Artículo 318. […]
IX.- Votación valida emitida, la que resulte de deducir de la votación total emitida, los votos 
nulos y los correspondientes a los candidatos no registrados;
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Del mismo modo, el actor sostiene que si en Puebla se realizó la elección 

de diputaciones de mayoría relativa en los 26 (veintiséis) distritos de que 

se compone dicho estado, el mencionado porcentaje debió obtenerse en 

atención a los 24 (veinticuatro) distritos en los cuales participó. 

Esto es, en concepto del partido promovente, el mencionado porcentaje 

debió calcularse al tenerse como parámetro la votación que obtuvo en 

los 133 (ciento treinta y tres) municipios y en los 24 (veinticuatro) distritos 

en los que registró candidaturas, pero no en la totalidad de los mismos, 

lo cual –desde su óptica– debió advertir el instituto local, el cual resolvió 

tener por perdido su registro como partido político estatal.

Por su parte, el partido enjuiciante aduce que precisamente a la luz de 

los tratados internacionales, se debió optar por privilegiar el mecanismo 

que permite la subsistencia de la institución de los partidos políticos, 

como lo señaló la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción 

de inconstitucionalidad 53/2015 y con ello, ocupar la votación efectiva 

emitida para poder hacer el cálculo del umbral del 3% (tres por ciento) 

para el mantenimiento del registro de mi representada.

Por tanto, el actor sostiene que el tribunal responsable y el instituto local 

debieron calcular el referido umbral con base en la votación efectiva.

Así, el demandante solicita que se deje sin efectos la determinación del 

instituto local de continuar con el proceso para su liquidación, al haberse 

realizado nuevamente mal el cálculo del umbral del 3% (tres por ciento). 

Finalmente, por lo que respecta al acuerdo plenario de cumplimiento que 

emitió el tribunal responsable, el partido actor aduce que fue incorrecto 

que tuviera por cumplida su sentencia y ordenara archivar el expediente 

como asunto concluido, a sabiendas que su determinación fue impugnada. 
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Al efecto, el promovente solicita esta Sala Regional fincar las sanciones 

administrativas y penales que correspondan a las magistraturas locales 

que aprobaron ese acuerdo plenario de cumplimiento, pues de manera 

dolosa trataron de dejarlo sin medios de defensa.

6. Controversia por dilucidar 

De lo reseñado con anterioridad es posible advertir que la controversia 

por resolver consiste en establecer si fue correcta la determinación del 

tribunal responsable, al haber desestimado los conceptos de agravio que 

el actor adujo en la instancia local, conforme a los cuales considera que 

el umbral de votación mínimo para conservar su registro debió calcularse 

con base en la votación válida efectiva y en función de tan solo aquellos 

distritos y municipios en los cuales registró candidaturas.

Derivado de la determinación que al efecto se tome, es que se resolverá 

si el instituto local actuó correctamente al tener por perdido el derecho 

del demandante como partido político estatal y si la decisión del tribunal 

responsable de tener por cumplida su sentencia y archivar el expediente 

fue apegada a derecho o no.

7. Marco normativo 

El artículo 41 fracción I de la CPEUM17 dispone que el partido político 
nacional que no obtenga, al menos, el 3% (tres por ciento) del total de la 
votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se 
celebren para la renovación del poder ejecutivo o de las cámaras del 
Congreso de la Unión, le será cancelado el registro.

17 Artículo 41. […]
Los partidos políticos nacionales tendrán derecho a participar en las elecciones de las 
entidades federativas y municipales. El partido político nacional que no obtenga, al menos, el 
tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se 
celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o de las Cámaras del Congreso de la Unión, 
le será cancelado el registro.
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Por su parte, el artículo 116, fracción IV, inciso f), segundo párrafo de la 
CPEUM18, establece que el partido político local que no obtenga, al 
menos, el 3% (tres por ciento) del total de la votación válida emitida en 
cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del 
poder ejecutivo o legislativo locales, le será cancelado el registro.

Por otro lado, el artículo 94, párrafo 1, inciso b) de la Ley General de 
Partidos Políticos19 establece que es causa de pérdida de registro de un 
partido político no obtener en la elección ordinaria inmediata anterior, por 
lo menos el 3% (tres por ciento) de la votación válida emitida en alguna 
de las elecciones de diputaciones, senadurías o presidencia del país 
para partidos políticos nacionales y de gobernatura, diputaciones locales 
o ayuntamientos para partidos políticos estatales.

Para el caso de Puebla, el artículo 3 fracción III de la constitución local20 
establece que el partido político local que no obtenga, al menos, el 3% 
(tres por ciento) del total de la votación válida emitida en cualquiera de 
las elecciones que se celebren para la renovación de la gobernatura o 

18 Artículo 116. […]
El partido político local que no obtenga, al menos, el tres por ciento del total de la votación 
válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder 
Ejecutivo o Legislativo locales, le será cancelado el registro. Esta disposición no será aplicable 
para los partidos políticos nacionales que participen en las elecciones locales;
19 Artículo 94.
1. Son causa de pérdida de registro de un partido político:
[…]
b) No obtener en la elección ordinaria inmediata anterior, por lo menos el tres por ciento de la 
votación válida emitida en alguna de las elecciones para diputados, senadores o Presidente 
de los Estados Unidos Mexicanos, tratándose de partidos políticos nacionales, y de 
Gobernador, diputados a las legislaturas locales y ayuntamientos, así como de Jefe de 
Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y los titulares de los órganos político-
administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, tratándose de un partido 
político local;
20 Artículo 3.- […]
III. […]
Los partidos políticos deberán de constituirse sólo por ciudadanos sin intervención de 
organizaciones gremiales, o con objeto social diferente y sin que haya afiliación corporativa. 
Asimismo, corresponde a éstos el derecho para solicitar el registro de candidatos a cargos de 
elección popular, con excepción de lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en esta Constitución. El partido político local que no obtenga, al menos, 
el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se 
celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o Legislativo locales le será cancelado el 
registro.
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de las diputaciones locales le será cancelado el registro.

El artículo 69 fracción I del código local21 dispone que es causa para la 
pérdida de registro de los partidos políticos estatales no haber obtenido 
el porcentaje mínimo en alguna de las elecciones en que participe, bajo 
cualquier modalidad, en términos de lo establecido en el artículo 40 del 
mismo ordenamiento legal.

Al efecto, el mencionado artículo 40 del código local22 establece que los 
partidos políticos estatales, para poder conservar su registro deberán 
haber obtenido al menos el 3% (tres por ciento) del total de la votación 
valida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la 
renovación del poder ejecutivo, legislativo o ayuntamientos.

8. Determinación de esta Sala Regional 

Con relación a la sentencia emitida por el tribunal responsable

A juicio de esta Sala Regional, los agravios del actor son infundados.

En principio, la causa de pedir en la cual el actor sustenta su pretensión 

es inexacta, en tanto que afirma que el porcentaje de votación necesario 

para poder conservar su registro como partido político estatal, debió 

calcularse acorde a la votación válida efectiva que se utiliza para 

determinar los límites de sobrerrepresentación y subrepresentación en la 

asignación de diputaciones de representación proporcional en Puebla.

Lo desatinado de tal aseveración se debe a que –como a continuación 

se explicará– el partido demandante desea confrontar conceptos que por 

21 Artículo 69.- Serán causales para la pérdida de registro de los partidos políticos estatales:
I.- No haber obtenido el Porcentaje Mínimo en alguna de las elecciones en que participe, bajo 
cualquier modalidad, en términos de lo establecido en el artículo 40 de éste Código.
22 Artículo 40.- Los partidos políticos estatales, para poder conservar su registro deberán haber 
obtenido al menos el tres por ciento del total de la votación valida emitida en cualquiera de las 
elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo, Legislativo o miembros de 
Ayuntamientos.
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sí mismos tienen finalidades distintas, pues para determinar si un partido 

político estatal puede conservar su registro, el cómputo del porcentaje 

respectivo debe hacerse en razón de la votación válida emitida, como 

de forma adecuada lo estableció el tribunal responsable en la sentencia 

impugnada.

En el caso concreto, acorde a lo dispuesto en el artículo 318 fracciones 

VIII, IX y X del código local23, en el estado de Puebla existen tres tipos 
de votaciones claramente diferenciadas que pueden deducirse como 

resultado de una elección, las cuales tiene fines distintos y aplican para 

supuestos que no son iguales, pues la lógica y propósito en cada una de 

esas votaciones es diferente respecto de la otra.

Estos tres tipos de votaciones son las siguientes, a saber:

1. La votación total emitida

Acorde a las definiciones que brinda el código local, se concibe a la 

votación total emitida como la totalidad de los votos depositados en 

las urnas durante la jornada electoral, la cual tiene como finalidad 

identificar cuántos votos en su integridad se recibieron, lo que permite 

advertir realmente el número de personas que acudieron a votar.

2. La votación válida emitida 

23 Artículo 318. […]
Para los efectos de este Capítulo se entenderá por:
[…]
VIII.- Votación total emitida, el total de los votos depositados en las urnas para la elección de 
diputados; incluye los votos por listas plurinominales emitidos en las casillas especiales;
IX.- Votación valida emitida, la que resulte de deducir de la votación total emitida, los votos 
nulos y los correspondientes a los candidatos no registrados;
X.- Votación valida efectiva, la que resulte de deducir de la votación válida emitida, los votos 
a favor de los partidos políticos que no hayan obtenido el porcentaje mínimo, los votos a favor 
de los candidatos independientes, así como los votos consumidos por las asignaciones por 
porcentaje mínimo.
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Conforme al mismo ordenamiento legal, la votación válida emitida 

es la que resulta de deducir de la votación total emitida, los votos 

nulos y los votos correspondientes a las candidaturas no registradas. 

Este tipo de votación única y exclusivamente contempla los votos que 

resultan útiles para identificar cuáles candidaturas ganaron; motivo 

por el cual al total de votos depositados en las urnas, se excluyen los 

votos nulos y los votos de las candidaturas no registradas, pues estos 

no tienen impacto alguno para verificar la obtención de los triunfos.

Es importante destacar que la lógica de los sufragios que conforman 

esta votación válida emitida, radica en la utilidad de los votos a favor 

de las candidaturas que efectivamente participaron en la contienda 

electoral, esto es, las postuladas por uno o más partidos políticos 
y las que optaron por contender de manera independiente, sin que 

se tomen en cuenta dentro del universo de la votación, los votos nulos 

porque no se puede identificar cuál fue la intención de la ciudadanía, 

ni los votos emitidos a favor de quienes no obtuvieron su registro para 

participar, pues no son útiles para determinar los triunfos electorales.

A partir de lo expuesto, es claro que la votación válida emitida tiene 

un impacto dentro del sistema de participación política, ya que sirve 
como parámetro para medir la verdadera y real representatividad 
política que –dentro de la entidad federativa– logró obtener cada 
una de las opciones que contendieron en la jornada electoral.

3. La votación válida efectiva

Por su parte, el código local prevé que la votación válida efectiva 
es la resultante de deducir de la votación válida emitida, los votos a 

favor de los partidos políticos que no hayan obtenido el porcentaje 

mínimo, los votos a favor de las candidaturas independientes y los 

votos consumidos por las asignaciones por porcentaje mínimo.
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La votación válida efectiva tiene el propósito de incidir directamente 

en la aplicación de la fórmula de asignación de espacios por el 

principio de representación proporcional; por ello es que se deducen 

tanto los votos de las candidaturas independientes (pues estas no 

podrían competir por un lugar de asignación de representación 

proporcional), como los votos de aquellos partidos políticos que no 

alcanzaron el umbral mínimo de votación para tener derecho a un 

espacio conforme a ese principio. 

En términos de lo anteriormente expuesto, no asiste razón al partido 

político enjuiciante cuando sugiere que el umbral mínimo del 3% (tres 

por ciento) de votación para conservar su registro, debe calcularse con 

la votación válida efectiva, pues, como se ha explicado, por definición 

esta descarta no solo los votos de los partidos que no tuvieron derecho 

a un espacio de representación proporcional, sino también los votos de 

las candidaturas independientes, los cuales son útiles para identificar 
la fuerza electoral y el grado representatividad política que dentro 
del estado obtuvo cada una de las candidaturas contendientes. 

Por tal motivo, esta Sala Regional comparte la determinación del tribunal 

responsable, ya que fue correcto que se desestimara dicha pretensión, 

pues la finalidad de la votación válida efectiva –que sugiere el partido 

actor– resulta en un despropósito para conocer la verdadera medición 

de la representatividad política que obtuvo dentro del estado de Puebla 

en las pasadas elecciones de diputaciones locales o de ayuntamientos. 

Como lo razonó el tribunal local, los artículos 41 fracción I y 116, fracción 

IV, inciso f), segundo párrafo de la CPEUM; 94, párrafo 1, inciso b) de la 

Ley General de Partidos Políticos; 3 fracción III de la constitución local y 

40 del código local, aluden expresamente a la votación válida emitida, 

como aquella que debe tomarse en cuenta para determinar si un partido 

político local pude conservar su registro en caso de alcanzar el 3% (tres 
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por ciento) de aquella.

Al respecto, la Sala Superior de este Tribunal Electoral ha considerado 

que los votos emitidos a favor de las candidaturas independientes son 

plenamente válidos, con impacto y trascendencia en las elecciones, por 

lo que deben computarse para efectos de establecer el umbral del 
3% (tres por ciento) para la conservación del registro de un partido 
político, pues este se determina por la suma de voluntades ciudadanas 

en un porcentaje que evidencie el deseo de conservar su permanencia. 

Conforme a la Sala Superior, para analizar si un partido político 
puede conservar su registro, debe tomarse como base la votación 
válida emitida integrada con los votos depositados a favor de los 
diversos partidos políticos y de las candidaturas independientes, 

sin tomar en cuenta los votos nulos y los votos de las candidaturas no 

registradas.

Lo anterior se ilustra en la tesis LIII/2016 emitida por la Sala Superior 

que lleva por rubro «VOTACIÓN VÁLIDA EMITIDA. ELEMENTOS QUE LA 

CONSTITUYEN PARA QUE UN PARTIDO POLÍTICO CONSERVE SU 

REGISTRO.»24.

Con base en ello, puede concluirse que las afirmaciones que realiza el 

partido demandante carecen de razón, pues a diferencia de su dicho, la 

votación válida emitida permite determinar si un partido político local 

que alcanzó al menos el 3% (tres por ciento) de esta, puede conservar 

o no su registro como tal.

Además de lo anterior, debe precisarse que la Sala Superior al resolver 

el recurso de apelación SUP-RAP-204/2018, consideró que el pretender 
deducir los votos de las candidaturas independientes para determinar si 

24 Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 141 y 142.
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un partido político puede conservar su registro (como lo plantea en este 

caso el demandante), como acontece para la asignación de los espacios 

de representación proporcional, implicaría incorporar una fórmula de 
votación que fue construida para fines distintos.

En dicho precedente, la Sala Superior estableció que era razonable que 

se utilizara la votación válida emitida para verificar la permanencia o 

no de un partido político, pues aquella es la que verdaderamente refleja 

el sentir de la ciudadanía respecto de las fuerzas políticas contendientes, 

esto es, partidos políticos y candidaturas independientes; sin que sea 

válido extrapolar las reglas de sobrerrepresentación y subrepresentación 

al cálculo de la votación necesaria para la conservación de su registro.

Ahora bien, el promovente refiere que tanto el tribunal responsable como 

el instituto local, debieron apegarse a lo dispuesto por la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación al resolver la acción de inconstitucionalidad 
53/2015 y sus acumuladas, pues –en opinión del actor– conforme a la 

ejecutoria respectiva el cálculo del umbral del 3% (tres por ciento) para 

la conservación de su registro como partido político local, podía haberse 

hecho con la votación válida efectiva.

A juicio de esta Sala Regional, carece de razón el partido político al 

señalar que el contenido de la sentencia que invoca le favorece.

Lo anterior es así, ya que en esta última la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación estableció que la base para verificar la sobrerrepresentación y 

subrepresentación a la que se refiere el artículo 116, fracción II, párrafo 

tercero de la CPEUM (votación emitida) no puede ser conforme al total 

de la votación correspondiente, sino con base en aquella a la que se le 

resten todos los votos que no inciden en la representación del órgano a 

configurar mediante el principio de representación proporcional, tales 

como los nulos, los de candidaturas no registradas, los emitidos a favor 

de partidos sin derecho a asignación y, en su caso, los obtenidos por las 
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candidaturas independientes, de modo tal que la base para la asignación 

parta de una votación depurada que refleje la obtenida por cada partido 

político.

A diferencia de lo sostenido por el enjuiciante, la referida ejecutoria en 
ningún momento estableció que la votación válida efectiva sería útil 

para determinar si un partido político podría conservar su registro o no, 

ya que el tema analizado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

fue la delimitación de los parámetros utilizados para asignar diputaciones 

de representación proporcional en las distintas etapas que conforman 

dicho mecanismo para la integración de un órgano legislativo.

Ahora bien, en lo concerniente al planteamiento que formula el actor en 

el sentido que el tribunal responsable y el instituto local debieron tomar 

en cuenta solo aquellos distritos y municipios en los que participó, para 

definir el porcentaje de votación necesario para la conservación de su 

registro, pero no la totalidad de aquellos, el mismo deviene infundado.

Lo anterior, pues de una interpretación gramatical, sistemática y funcional 

a lo dispuesto en los artículos 116, fracción IV, inciso f), segundo párrafo 

de la CPEUM; 94, párrafo 1, inciso b) de la Ley General de Partidos 

Políticos; 3 fracción III de la constitución local y 40 y 69 fracción I del 

código local, se tiene que la votación válida emitida debe corresponder 

a cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación de la 

gobernatura, diputaciones locales o ayuntamientos, en la inteligencia 
que, por lo que hace a estas dos últimas, el porcentaje de votación 
mínimo para conservar el registro debe calcularse en atención a la 
totalidad de los distritos y municipios que conforman el estado. 

Ello encuentra sentido, pues las elecciones de diputaciones locales y de 

ayuntamientos –para efectos de poder determinar si un partido político 

local conserva su registro– deben ser concebidas en su integralidad 
cada una como un todo, lo cual implica que la votación emitida en todos 
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los distritos será la correspondiente a la elección de las diputaciones 

locales, en tanto que la votación emitida en todos los municipios de la 

entidad federativa será la concerniente a la elección de ayuntamientos.

Suponer como lo hace el partido enjuiciante, que el umbral mínimo de la 

votación necesaria para conservar su registro se calcule solamente con 

base en aquellos distritos o municipios en los que registró candidaturas, 

le permitiría conservar su registro simplemente con haber logrado 
dicho porcentaje en tan solo en algunos de ellos, sin que se pudiera 

ver reflejada su verdadera representatividad de cara a las preferencias 

del electorado en toda la entidad federativa.

Así, lo que se busca en realidad, al exigir que los partidos políticos 

locales cumplan con el mencionado porcentaje, es que demuestren a 
través de su fuerza electoral que lograron conseguir al menos un cierto 

grado de representatividad política al interior del estado y en su totalidad, 

no solamente en aquellos distritos o municipios en los que contendió.

De esta forma, se estima que el análisis que al efecto realizó el tribunal 

local en la sentencia impugnada fue correcto, sin que en modo alguno el 

haber citado un marco normativo con base en disposiciones jurídicas 

constitucionales e internacionales, pudiera implicar que su decisión se 

comprometiera a acoger sus pretensiones de manera favorable, como el 

partido demandante lo plantea en su escrito de demanda. 

Aquí debe mencionarse que el derecho de asociación en materia política 

posee las siguientes distinciones: 1) es un derecho reconocido a favor 

de la ciudadanía; 2) permite la posibilidad de formar partidos políticos o 

asociaciones políticas libremente sin intervención, para la consecución 

de fines comunes; 3) dicha libertad posibilita el pluralismo ideológico y 

da sustento al Estado constitucional democrático de derecho y, 4) 
contribuye a la participación democrática de la ciudadanía.
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Así, como cualquier derecho fundamental, el derecho de asociación y, 

en consecuencia, el de asociación política de la ciudadanía, no son 
absolutos. 

Esto significa que la ley puede prever restricciones válidas al ejercicio de 

los derechos, en tanto dichas restricciones se encuentren previstas en 

la norma jurídica y constituyan un fin legítimo para la ejecución del 

derecho.

Con relación a lo anterior, la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos es clara al señalar en su artículo 16, que la libertad de 

asociación solo puede estar sujeta a restricciones previstas por la ley, 

que sean necesarias en una sociedad democrática y que se establezcan 

en interés de la seguridad nacional, del orden público, de la salud o de 

la moral públicas o de los derechos o libertades de las y los demás.  

Lo anterior significa que las restricciones impuestas a los derechos 

humanos son necesarias en tanto permiten dar cauce a la interacción 

con otros derechos de los que son titulares todas las personas, siempre 

y cuando esos límites sean razonables y justificados.

En el presente caso, existe una exigencia impuesta tanto por la CPEUM, 

como por la normativa del estado de Puebla a los partidos políticos 

locales respecto a su permanencia después de cada elección que se 

celebre, la cual como se ha visto, consiste en obtener el 3% (tres por 

ciento) de la votación válida emitida. 

Dicha exigencia tiene como finalidad medir a partir de un elemento 

objetivo la representatividad con la que cuenta cada partido político local 

frente a la ciudadanía, por lo que queda a cargo de aquellos efectuar las 

acciones necesarias y conforme al marco de la ley para generar empatía 

con la ciudadanía a la cual pretenden representar, a efecto de que esta 

en cada ejercicio democrático demuestre su respaldo en las urnas por la 
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opción política con la cual se identifique mejor.

Con relación a la resolución del instituto local

Para esta Sala Regional, los agravios del enjuiciante son infundados.

Se considera correcto que el Instituto de Puebla tuviera por perdido el 

derecho del actor como partido político local, pues de acuerdo con la 

votación válida emitida en las pasadas elecciones celebradas con 

motivo de los procesos electorales ordinario y extraordinario, 

Compromiso por Puebla obtuvo el 1.49% (uno punto cuarenta y nueve 

por ciento) en la elección de diputaciones locales y el 2.23% (dos punto 

veintitrés por ciento) en la de ayuntamientos.

De ahí que se considere correcto que en su resolución el instituto local 

haya determinado seguir con el proceso de liquidación correspondiente.

Esto, pues en términos de lo previsto en el artículo 3 del Reglamento 

para la liquidación de los partidos políticos locales que pierdan su 

registro ante el Instituto de Puebla, son sujetos del procedimiento de 

liquidación, los partidos políticos que se encuentren en alguno de los 

supuestos de perder el registro que establece la ley.

Asimismo, el artículo 8 de dicho reglamento establece como atribuciones 

del Consejo General del instituto local avisar a la Comisión Permanente 

de Fiscalización de inmediato, en caso de que un partido político local 

se encuentre en alguno de los supuestos por los que pudiera perder el 

registro.

En ese sentido, el artículo 25 de dicho reglamento dispone que el periodo 

de prevención iniciará cuando la mencionada comisión lo declare, una 

vez tenga conocimiento de la posible pérdida de registro de algún partido 
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político, por las causas establecidas en el artículo 69 del código local, 

como lo es el no haber obtenido el porcentaje mínimo en alguna de las 

elecciones en que participe, bajo cualquier modalidad, en términos de lo 

establecido en el artículo 40 del referido ordenamiento. 

Con relación al acuerdo plenario del tribunal responsable

Finalmente, por lo que hace al acuerdo plenario de cumplimiento emitido 

por el tribunal responsable, debe decirse que los agravios que el actor 

formula para controvertirlo son infundados.

Esto último, pues tal determinación plenaria en nada afectó los derechos  

de defensa del partido actor, en el entendido que la instrumentación que 

siguió dicho órgano jurisdiccional local con respecto al cumplimiento de 

su sentencia y al manejo del expediente respectivo, son actuaciones que 

no impidieron u obstaculizaron la resolución de la presente controversia, 

además de que, en términos de lo establecido en los artículos 41 fracción 

VI de la CPEUM y 6 párrafo 2 de la LGSMIME, la interposición de los 

medios de impugnación en materia electoral no tiene efectos suspensivos 

sobre la resolución o el acto impugnado.

Con relación a las sanciones que el enjuiciante solicita se impongan a 

las magistraturas del tribunal local que aprobaron ese acuerdo plenario 

de cumplimiento, no ha lugar a proveer de conformidad, pues de acuerdo 

con la tesis XXXVIII/2016 de la Sala Superior de rubro «COMPETENCIA. 

PARA CONOCER DE LA CONDUCTA DE LOS INTEGRANTES DE LOS 
TRIBUNALES ELECTORALES LOCALES, EN EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN JURISDICCIONAL ELECTORAL, CORRESPONDE A LA 

CÁMARA DE SENADORES.»25, el Senado de la República es la autoridad 

competente para conocer de la conducta de las magistraturas de los 

tribunales electorales locales; por lo cual se dejan a salvo sus derechos, 

25 
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para que los haga valer en la vía y forma que corresponda. 

Por lo expuesto y fundado esta Sala Regional

RESUELVE

PRIMERO. Se acumula el juicio de revisión constitucional electoral 
SCM-JRC-32/2022 al diverso juicio SCM-JRC-31/2022, en los términos 
antes precisados.

SEGUNDO. Se sobresee la demanda que dio lugar al juicio de revisión 
constitucional electoral SCM-JRC-32/2022.
 
TERCERO. Se confirman los actos impugnados antes precisados.

Notifíquese por correo electrónico al actor, al tribunal responsable y al 
Consejo General del instituto local, así como por estrados a las demás 
personas interesadas.

Devuélvanse las constancias que correspondan y, en su oportunidad, 
archívense estos asuntos como definitivamente concluidos.

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos la magistrada y los 
magistrados, en el entendido que Luis Enrique Rivero Carrera funge 
como magistrado en funciones, ante la secretaria general de acuerdos, 
quien autoriza y da fe.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firma electrónica certificada, el cual 
tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de 
la Sala Superior 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de 
la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, 
sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral26.

26 Conforme al segundo transitorio del Acuerdo General 3/2020 de la Sala Superior. 


